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A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 
HACE SABER: 

 

TERCERA PUBLICACIÓN 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 
dentro de la acción de inconstitucionalidad número 22-0218380007-CO que promueve 
Hazel María Cepeda Hodgson, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala 
Constitucional de La Corte Suprema de Justicia. San José, a las once horas cincuenta y dos 
minutos del veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés. / Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por Hazel María Cepeda Hodgson, para que se declaren 
inconstitucionales los artículos 683, inciso 8) del Código de Trabajo y el artículo 10 de la Ley 
de Fortalecimiento de las Entidades Públicas del sector Telecomunicaciones, por estimarlos 
contrarios a los artículos 33, 63 y 74 de la Constitución Política. Se confiere audiencia por 
quince días a la Procuraduría General de la República, al Presidente del Directorio Legislativo 
y al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). Las normas se 
impugnan en cuanto su contenido lesiona el artículo 63 constitucional, el cual dispone el pago 
de una indemnización cuando la relación laboral termina con responsabilidad patronal, sin 
hacer distinción alguna entre trabajadores ordinarios y funcionarios de confianza. Las 
disposiciones cuestionadas también lesionan el artículo 33 constitucional en tanto otorga a 
los gerentes de las instituciones autónomas y semiautónomas el mismo tratamiento que a 
los trabajadores incluidos en los restantes incisos, a pesar de encontrarse en situaciones de 
hecho diferentes. Los gerentes son funcionarios típicamente administrativos, subordinados a 
las políticas y mando de las autoridades superiores (Junta Directiva y Presidencia Ejecutiva). 
Se lesiona, asimismo, el artículo 74 constitucional, que regula el principio fundamental de la 
irrenunciabilidad de los derechos fundamentales, así como el principio constitucional de que 
los puestos de confianza deben ser creados por la Constitución Política o por la Ley del Servicio 
Civil. Según los artículos 140, inciso 1) y 192 de la Constitución Política, la creación de puestos 
de confianza es materia reservada a esas normas y al Estatuto del Servicio Civil, por tratarse 
de una excepción calificada. Ambos cuerpos normativos, además de indicar que el Poder 
Ejecutivo puede nombrar y remover libremente a los empleados de confianza, establece 
expresamente que esa categoría de trabajadores puede ser ampliada exclusivamente por la 
Ley de Servicio Civil en casos muy calificados. La dispensa de los empleados de confianzas se 
aplica exclusivamente a funcionarios de confianza del Poder Ejecutivo y a los cobijados por el 
Estatuto del Servicio Civil, no a quienes trabajan para la administración descentralizada. Por 
último, lesiona el artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos en relación 
con el artículo 7, inciso d) del Protocolo de San José. Estas normas, que son vinculantes para 
Costa Rica, disponen que, en caso de despido injustificado, el trabajador tendrá derecho a 
una indemnización que las normas cuestionadas, no permiten. Esta acción se admite por 
reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 
a 79. La legitimación de la accionante proviene del artículo 75, párrafo 1° de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional. El asunto previo es un proceso ordinario laboral que se tramita 
ante el Juzgado Laboral del II Circuito Judicial de San José, expediente N° 22-001609-0173-LA-
6, en el cual la accionante figura como actora y que está en tramitación. Publíquese por tres 
veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Efectos 
jurídicos de la interposición de la acción: Se recuerdan los términos de los artículos 81 y 82 de 
la Ley de la Jurisdicción Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 81. Si el Presidente 
considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá audiencia a la 
Procuraduría General de la República y a la contraparte que figure en el asunto principal, por 
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un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen conveniente. Al mismo 
tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que no dicte 
la resolución final antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y ordenará que 
se publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo saber a los 
tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa demanda ha sido 
establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación 
de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final 
mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada por 
el Procurador General de la República, la audiencia se le dará a la persona que figure como 
parte contraria en el asunto principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se 
suspenderá ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de 
inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante la tramitación”. Dentro 
de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse 
quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, 
en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber, 
además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional 
y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-
91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino 
únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. La contestación a la audiencia 
conferida en esta resolución deberá ser presentada una única vez, utilizando solo uno de los 
siguientes medios: documentación física presentada directamente en la Secretaría de la Sala; 
el sistema de fax; documentación electrónica por medio del Sistema de GESTIÓN EN LÍNEA; o 
bien, a la dirección de correo electrónico Informes-SC@poder-judicial.go.cr, la cual es correo 
exclusivo dedicado a la recepción de informes. En cualquiera de los casos, la contestación 
y demás documentos deberán indicar de manera expresa el número de expediente al cual 
van dirigidos. La contestación que se rindan por medios electrónicos deberá consignar la firma 
de la persona responsable que lo suscribe, ya sea digitalizando el documento físico que 
contenga su firma, o por medio de la firma digital, según las disposiciones establecidas en la 
Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, Nº 8454, a efectos de 
acreditar la autenticidad de la gestión. Se advierte que los documentos generados 
electrónicamente o digitalizados que se presenten por el Sistema de Gestión en Línea o por 
el correo electrónico señalado, no deberán superar los 3 Megabytes. Notifíquese. 
/Fernando Castillo Víquez, Presidente/.» 
Publicar tres veces consecutivas en el Boletín Judicial, tal y como lo estipula el artículo 81 de 
la Ley de la Jurisdicción Constitucional. “De conformidad con el acuerdo tomado por el 
Consejo Superior del Poder Judicial, sesión N° 06-2020, Circular 19-2020, se le comunica que 
en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo 
pago de derechos.” 
San José, 24 de mayo del 2023. 
 

Mariane Castro Villalobos 
Secretaria a. í. 

 

O. C. Nº 364-12-2021D. — Solicitud Nº 68-2017-JA. — (IN2023775240). 
 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 23-006948-0007-CO que promueve Also 
Frutales S. A., se ha dictado la resolución que literalmente dice: “Sala Constitucional de la Corte 
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Suprema de Justicia.—San José, a las diez horas veintidós minutos del veinticuatro de mayo de 
dos mil veintitrés. /Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Luis Alonso 
Salazar Rodríguez, cédula de identidad N° 107360761, en su condición de apoderado especial 
judicial de Also Frutales S.A., cédula de persona jurídica N° 3-101-408064, para que se declare 
inconstitucional la Ley de responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos 
domésticos, soborno transnacional y otros delitos, Ley N° 9699 de 10 de junio de 2019, por 
estimarla contraria al principio constitucional de regularidad del procedimiento parlamentario, 
así como a los principios de publicidad (artículos 117 y 129 de la Constitución Política), 
transparencia (artículos 117, 124 y 129 de la Constitución Política), participación ciudadana 
(artículos 1° y 9° de la Constitución Política) y democrático (artículo 1° de la Constitución 
Política). Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República, al 
Presidente de la Asamblea Legislativa y al Fiscal General de la República. El accionante alega la 
inconstitucionalidad integral de la Ley N° 9699, por considerar que existen vicios de carácter 
esencial en el procedimiento de formación de la ley, que se siguió en el expediente legislativo 
N° 21.248. Señala que en tal expediente legislativo se dio la siguiente cronología: 1) El 04 
febrero de 2019, el citado proyecto de ley fue presentado a la Secretaría del Directorio de la 
Asamblea Legislativa. 2) La iniciativa se publicó en el Alcance N° 47 a La Gaceta N° 42 de 28 de 
febrero de 2019. 3) El 08 de marzo 2019 ingresó, para estudio, al orden del día de la Comisión 
Especial que se encargaría de conocer y dictaminar proyectos de ley requeridos para lograr la 
adhesión de Costa Rica a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE). 
4) El 11 de marzo de 2019, en acta de sesión ordinaria nro. 16, se asigna a la Subcomisión 
conformada por las entonces diputadas Ivonne Acuña Cabrera -quien coordinaba- y Carolina 
Hidalgo Herrera y el entonces diputado Carlos Ricardo Benavides Jiménez. 5) El 22 de abril de 
2019, mediante acta número 23 de sesión ordinaria de la Comisión Especial que se encargaría 
de conocer y dictaminar proyectos de ley requeridos para lograr la adhesión de Costa Rica a la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), se dictaminó el proyecto de 
ley número 21.248 con el voto afirmativo unánime en dicha Comisión. En esa oportunidad se 
votó y aprobó una moción de dispensa de lectura del informe de la subcomisión, así como una 
moción de revisión. 6) El 24 de abril de 2019, se recibió el dictamen mencionado en el Plenario 
Legislativo. 7) El 29 de abril de 2019, ingresó en el orden del día del Plenario. 8) El martes 03 
de junio de 2019, mediante el acta de la sesión ordinaria número 19, el proyecto de ley de 
interés se votó y aprobó en primer debate. 9) El día jueves 6 de junio de 2019, mediante acta 
de la sesión ordinaria número 22, en relación con el expediente legislativo número 21.248, se 
votó y aprobó una moción vía artículo 154 del Reglamento de la Asamblea Legislativa -llamada 
moción de reenvío a la Comisión Dictaminadora- y, de seguido, se aprobó y votó una 
moción vía artículo 177 del Reglamento de la Asamblea Legislativa -que es la moción de 
dispensa de trámites-. Desde ese momento, se convirtió el plenario legislativo en Comisión 
General, votándose y aprobándose de inmediato una nueva moción de texto sustitutivo y se 
sometió a votación en primer debate el proyecto de ley -sea el texto sustitutivo-, para ser 
aprobado nuevamente ese día por el fondo. En el acto se fijó el lunes próximo siguiente para 
votar en segundo debate. El proyecto de ley primigenio ya había sido votado en primer debate 
el día martes 03 de junio de 2019 y había sido dictaminado por Comisión desde el 22 de abril 
de 2019. 10) El lunes siguiente, propiamente el 10 de junio de 2019, el proyecto generado 
sobre la base del texto sustitutivo, es aprobado en segundo debate sin que se hubiera 
publicado en el Diario Oficial La Gaceta tal texto sustitutivo, el cual había sido propuesto y 
aprobado de manera “atropellada” el jueves anterior. El accionante señala que, de acuerdo 
con la anterior cronología, se puede constatar la alegada vulneración del principio de 
regularidad en el procedimiento parlamentario, que, de manera correlativa, implica la 
vulneración del principio de inderogabilidad singular del reglamento (artículo 234 del mismo), 
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así como una transgresión a los principios constitucionales de publicidad, transparencia, 
participación ciudadana y democrático. Acusa que en el caso concreto operó un fraude de 
etiquetas, por cuanto, el Plenario Legislativo se aprovechó de la figura de la dispensa de 
trámites regulada en el artículo 177 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, para lograr que 
el Plenario se constituyera en Comisión General y, de seguido, presentar en ese mismo 
acto, de manera sorpresiva, una moción de texto sustitutivo, a pesar que el proyecto de ley en 
cuestión ya había sido aprobado en primer debate el día martes 03 de junio de 2019 y, además, 
ya contaba con dictamen afirmativo unánime desde el 22 de abril de 2019, emitido por la 
Comisión Especial ya mencionada, de ahí que, al tratarse de un proyecto de ley ya dictaminado 
por Comisión resultaba inviable la aplicación del instituto parlamentario de la dispensa de 
trámites; esto sin dejar de lado que, la moción primigenia vía artículo 154 del Reglamento de la 
Asamblea Legislativa implicaba regresar el proyecto de ley a la Comisión Dictaminadora, lo cual 
evidentemente no ocurrió. En este caso, a pesar que se aprobó una moción de orden vía artículo 
154 de dicho reglamento, con el fin que el texto dictaminado volviera de nuevo a la Comisión 
correspondiente, esto finalmente no ocurrió, sino que, por el contrario, lo que se hizo fue una 
aplicación abusiva de la norma para generar las condiciones propicias en aras de la aprobación 
de un nuevo texto en una etapa preclusoria del debate legislativo. Texto que, a su vez, no fue 
objeto de publicación ni difusión alguna. Insiste que el citado artículo 154 se aplica para reenviar 
el proyecto nuevamente a la Comisión Dictaminadora y no como una vía para abusar del 
derecho de enmienda. En el caso bajo examen, con base en una aplicación a todas luces abusiva 
de la citada norma, se procuró que se conociera de inmediato el proyecto de ley afectando el 
principio de publicidad y transparencia, ya que la ciudadanía no tenía conocimiento de la 
existencia y contenido de la moción de texto sustitutivo, en un estado tan avanzado del proceso 
parlamentario como lo es el momento procesal luego del primer debate y antes del segundo 
debate de una iniciativa de ley. Lo que violenta gravemente los principios constitucionales ya 
señalados. Transcribe lo dispuesto en el artículo 177 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. 
Asevera que el texto de la norma reglamentaria transcrita permite dimensionar la gravedad de 
lo ocurrido y, por demás, la existencia de vicios esenciales en el procedimiento de formación de 
la ley. En el caso concreto, el jueves 6 de junio de 2019 se presentó una moción de orden vía 
artículo 154 del Reglamento de la Asamblea Legislativa y, como tal, se acordó reenviar el 
proyecto a la Comisión Dictaminadora; sin embargo, de seguido y de facto se dejó sin efecto 
esa decisión de reenvío a Comisión, ya que se aprobó una moción de orden vía artículo 177 del 
mismo reglamento -es decir, la dispensa de trámites-, de manera tal, que en el acto se convirtió 
el Plenario en Comisión General y, mediante esa actuación, que se apartó groseramente del 
principio de regularidad en el trámite legislativo y que vulneró el principio de inderogabilidad 
singular del reglamento, se procedió mediante una moción de fondo para aprobar en el Plenario 
un texto sustitutivo, por demás sorpresivo, sin que se hubiese publicitado y, adicionalmente, se 
sometió a votación el proyecto de ley nuevamente en primer debate -es decir, el texto nuevo-
, con el agravante que se programó para votación en segundo debate el lunes próximo 
siguiente y, de nuevo, sin que se hubiese publicado el texto sustitutivo antes del segundo 
debate. Sostiene, el accionante, que no es antojadiza la regulación del instituto de dispensa 
que claramente contiene el artículo 177 del reglamento citado, que dispone que su aplicación 
se dará solamente cuando los proyectos no tengan dictamen, porque esto garantiza que se 
incluya en el orden del día con la anticipación suficiente propiamente 24 horas-, para que la 
ciudadanía y los legisladores estudien el asunto y se preparen para poder enmendar el 
proyecto, así como estudiar con suficiente tiempo y conocer de previo las mociones que se 
presenten y los criterios que consten en el expediente. Indica que en relación con el instituto 
parlamentario de la dispensa de trámites y, propiamente en lo que toca a su correcta 
aplicación, es profusa la producción jurisprudencial. Cita el Voto N° 2021-9111 de esta Sala. 
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Insiste que, en este caso concreto, existiendo ya el dictamen que emanó de la Comisión 
correspondiente y, sobre todo, habiéndose votado en primer debate ese texto que ya había 
sido dictaminado, resultaba improcedente pretender aplicar la referida dispensa de trámites 
previos, pues, como lo ha indicado esta Sala, el “Utilizar este mecanismo cuando ya se cuenta 
con el correspondiente dictamen o informe de la comisión legislativa designada (art. 81 del 
RAL) implica vaciar de propósito y finalidad a algunos de los avances ya realizados en la 
comisión”; no obstante lo anterior, en el caso concreto, las y los señores diputados hicieron 
caso omiso del criterio vertido y que ha sostenido la Sala desde vieja data con efecto 
vinculante, según lo establece el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Cita 
nuevamente el Voto N ° 2021-9111 de esta Sala. Insiste que se puede apreciar, con facilidad, la 
irregularidad en el procedimiento legislativo que se viene acusando. Acusa una vulneración al 
principio de inderogabilidad singular contenido el artículo 234 del Reglamento de la Asamblea 
Legislativa, pues, una vez dictaminado el proyecto en comisión, no resultaba posible aplicar la 
dispensa de trámites, dado que, esto supondría anular o suprimir lo actuado de forma legítima 
por la comisión al amparo del procedimiento ordinario previsto por tal reglamento. Agrega 
que lo actuado generó una afectación grave, debido a que la ciudadanía no tenía conocimiento 
de la moción de fondo de texto sustitutivo que fue presentada el mismo día en que se aprobó 
por segunda vez -pero en primer debate-, el expediente número 21.248 y que derivó en la ley 
impugnada en esta acción. Reitera que, en el momento de constituirse el Plenario en Comisión 
General, la moción de texto sustitutivo no se publicitó por ningún medio. Además, se conoció 
el mismo día en que se votó el proyecto -es decir, el jueves 06 de junio de 2019-. Precisamente 
por esto es que en el año 2019 se reformó el Reglamento de la Asamblea Legislativa y dentro 
de sus varias reformas se incluyó la adición del artículo 148 bis, que permite enmendar los 
proyectos de ley que ya fueron aprobados en primer debate -tal y como se aplica en las 
comisiones con potestad legislativa plena-, con la definición de un plazo para la presentación 
de mociones sesión siguiente- y, además, delimitación en la cantidad de mociones -para 
garantizar el derecho de enmienda, sin que se haga interminable y se dé al mismo tiempo, el 
espacio para la publicidad y estudio-. De esta forma, se evidencia entonces que lo que debieron 
aplicar las y los legisladores era la retrotracción a primer debate, tal y como lo regula el artículo 
148 bis del Reglamento y no desnaturalizar la aplicación del instituto legislativo de comentario, 
mediante un uso no regulado que fue el constituir el Plenario en Comisión General, aunque se 
diga en la moción de orden que se refiere a una dispensa de trámites de conformidad con el 
artículo 177 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. El accionante procede a transcribir 
extractos de lo discutido y votado el 06 de junio de 2019 en la sesión ordinaria del Plenario 
Legislativo. Indica que, en tiempo efectivo, la discusión y votación de las mociones ya referidas 
-esto es, la moción de orden para reenviar el proyecto a la Comisión Dictaminadora, la moción 
de orden para dispensa de trámites y, finalmente, la moción de fondo por texto sustitutivo- no 
tardó más de 26 minutos. Además, la votación en primer debate, tomando como base el texto 
sustitutivo que careció por completo de difusión y publicidad, no tardó más de 5 minutos. Luego 
se presentó una moción de revisión, que fue rechazada. Alega que tales extractos permiten 
evidenciar la transgresión del principio de regularidad en el procedimiento parlamentario para 
el trámite de formación de la ley y, con ello, la abierta vulneración de principios de raigambre 
constitucional, como lo son la publicidad, la transparencia, la discusión ciudadana y, como 
corolario de ello, el principio democrático. En tiempo efectivo, todo lo acontecido ese día, 
desde que se presentó la moción de reenvío a Comisión Dictaminadora hasta que el texto 
sustitutivo fue aprobado en votación de primer debate, no superó los 31 minutos. Reitera que 
la ciudadanía no tuvo la oportunidad de conocer el contenido de ese texto sustitutivo, porque 
-como ya se dijo- nunca fue objeto de publicación, ni el texto en si ni tampoco un resumen,  ni 
antes de la votación en primer debate ni antes de la votación en segundo debate y, como 



 

9 

consecuencia de ello, se incumplió groseramente con el deber ineludible que, según previó el 
constituyente, debe caracterizar la producción legislativa, como es la publicidad y la 
transparencia que integran el principio democrático. Cita el Voto N° 2002-9443 de esta Sala. 
Añade que la Procuraduría General de la República, mediante la opinión jurídica número OJ-
021-2004, concluyó con respecto al instituto de la dispensa de trámites y la publicación de las 
iniciativas de ley lo siguiente: “(...) En conclusión, y para contestar la primera pregunta, según 
la más reciente jurisprudencia de la Sala Constitucional, ante la aprobación de una moción para 
la dispensa de trámites, no es necesaria la publicación del texto completo, más si una reseña 
de la existencia del proyecto en el Diario Oficial para dar efectiva publicidad al proyecto” (el 
resaltado es suplido). Alega, el accionante, que queda evidenciada la existencia de vicios 
esenciales en el proceso de formación de la ley y no de una ley cualquiera, sino de una que por 
defecto es de naturaleza sancionadora y represiva, ya que se trata de materia penal, y que 
conlleva además todo un cambio de esquema en lo que a nuestro sistema penal respecta, en 
aras de establecer responsabilidad penal en contra de las personas jurídicas. Con tal proceder, 
indiscutiblemente no existió un espacio de sana discusión del nuevo texto propuesto, sea, que 
no existieron condiciones propicias para generar una discusión y reflexión amplia, reposada y, 
sobre todo, de calidad, de frente a un proyecto que luego pasaría a ser una Ley de la República 
que integra el ordenamiento jurídico penal y que autoriza endilgar responsabilidad penal en 
contra de las personas jurídicas, contemplando penas muy severas, régimen de medidas 
cautelares muy gravosas y modificación de tipos penales (no solo en cuanto a su construcción, 
sino también en lo que toca a los rangos de pena), entre otros. Dicho de otra manera, lo que 
ocurrió con el trámite del referido expediente legislativo no fue otra cosa que una secuencia de 
eventos desafortunados, pero sobre todo alejados de la regularidad de las formas que se deben 
seguir y respetar en el proceso de formación de la ley en un sistema democrático y que no implica 
otra cosa distinta que legislar a espaldas del pueblo; es decir, legislar a espaldas del soberano 
con base en una opacidad que resulta incompatible con un sistema democrático de Derecho. 
Cita el Voto N° 2002-9443 de esta Sala. Insiste que en este caso existen vicios esenciales que 
justifican declarar la inconstitucionalidad de la ley impugnada. Asevera que, en el caso bajo 
examen, por una parte, no se cumplió con el debido proceso legislativo cuya finalidad es 
garantizar que se materialicen una serie de valores y principios que informan al Derecho de la 
Constitución y, por otra parte, como consecuencia de lo anterior, de facto, fueron desaplicados 
principios esenciales que son inherentes a un sistema democrático, entre ellos, sobresale la 
publicidad y transparencia, ya que no se publicó el texto sustitutivo y tampoco un extracto de 
este antes de la votación en primer debate, que se realizó el día jueves 06 de junio de 2019 -
luego de aprobar la moción para convertir el Plenario en Comisión General-, y tampoco se dio 
publicitación alguna antes de la votación que se hizo en segundo debate, el día lunes 10 de junio 
de 2019. Reitera que no resultaba posible que pudiese operar el instituto de la dispensa de 
trámites regulado en el artículo 177 tantas veces aludido, por cuanto, el proyecto de ley ya 
estaba dictaminado por una Comisión. No es posible, desde una perspectiva de correcta técnica 
legislativa, dispensar de trámites “previos” cuando estos ya habían sido cumplidos y agotados 
en la Comisión correspondiente, de ahí que, para el caso concreto, esa mal llamada “dispensa” 
no fue más que una “supresión” o “anulación” de lo ya actuado por parte de la Comisión 
Dictaminadora, en la cual, ya se habían conocido y votado mociones formuladas. Insiste que en 
ningún momento se informó a la ciudadanía de la moción de texto sustitutivo aprobada, por lo 
que se legisló a espaldas del soberano. Manifiesta que respecto al instituto parlamentario para 
la dispensa de trámites previos contenido y regulado en el artículo 177 del Reglamento de la 
Asamblea Legislativa y la aplicación que se le dio en el caso concreto, ya han existido 
pronunciamientos por parte de este Tribunal Constitucional con base en el análisis de asuntos 
que guardan similitud con el presente. Precisamente, con base en pronunciamientos previos, 
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las y los señores magistrados han establecido con sobrada claridad su postura en lo que toca a 
la aplicación de dicho instituto, una vez que ha precluido un proceso preparatorio previo como 
lo es la etapa para dictaminar en una Comisión Legislativa el proyecto en cuestión, y que se 
refiere a todas las actuaciones realizadas por la Comisión encaminadas hacia el 
perfeccionamiento de la iniciativa de ley. Señala que, respecto de la aplicación de la dispensa de 
trámites, esta Sala se pronunció recientemente en un caso que guarda estrecha similitud con el 
de la presente acción, mediante Voto N° 2021-09111. Alega que las razones señaladas en tal 
voto serían aplicables al presente caso. En ambos casos se está ante la aprobación de una moción 
de orden vía artículo 177 del reglamento citado, lo cual impresiona totalmente improcedente y 
violatorio del mismo numeral, porque el proyecto de ley de interés había sido previamente 
dictaminado por una Comisión; es decir, se desnaturalizó esta figura parlamentaria y, en 
consecuencia, con facilidad se aprecia que lo que ocurre es la aprobación en el Plenario 
convertido en Comisión General de una moción de texto sustitutivo la cual no fue debidamente 
publicitada como en derecho correspondía. A lo ya dicho se le debe agregar una circunstancia 
adicional que torna más grave lo ocurrido, ya que las y los señores diputados, de nuevo 
haciendo uso desnaturalizado de los institutos parlamentarios, una vez votado el proyecto de 
ley en primer debate, echan mano de una moción de revisión conforme con el artículo 155 del 
mismo Reglamento de la Asamblea Legislativa, y esto lo hacen con la única finalidad de que lo 
acordado adquiera firmeza, vedando una vez más de facto la posibilidad de ulteriores 
revisiones en un momento futuro diverso (esto se verifica, no solamente cuando se vota y 
aprueba el dictamen en la Comisión sino también cuando de aprueba el texto sustitutivo en 
primer debate). Asevera que en aquel caso (Voto N° 2021-9111), que guarda idénticas 
condiciones con el que ahora se expone, la Sala encontró dos vicios esenciales en el 
procedimiento parlamentario de ese proyecto de ley que violentaron la Constitución Política, 
declarando inconstitucional dicho proyecto por vicios esenciales en el procedimiento. Ambos 
vicios calificados como esenciales, también se dieron y son de sencilla constatación en la 
tramitación del proyecto de ley que dio origen a la Ley de la República bajo numeración 9699. 
Cita el Voto N° 2014-4182 de esta Sala. Alega que de tal voto se desprende que esta Sala, desde 
vieja data, exalta la necesidad del debate reposado en la tramitación de los proyectos de ley 
que permita sobre todo una difusión clara y amplia hacia la sociedad civil, con la legítima 
finalidad encaminada en que el soberano se encuentre informado de las actuaciones, 
discusiones y decisiones de sus representantes ante la Asamblea Legislativa. Ese conocimiento, 
además, tiene como propósito el que grupos de interés manifiesten sus opiniones acerca de las 
iniciativas de ley; es decir, no se debe dejar de lado que parte del ejercicio democrático es 
la participación ciudadana, tal y como lo determina el artículo 9° constitucional. También alega 
que se infringió el principio de primacía de la ordinariedad, del cual se sigue que la ordinariedad 
del procedimiento es una fuerza centrípeta, que regularmente debe mantener la tendencia de 
atraer la mayor cantidad de iniciativas posibles al procedimiento ordinario y solo por excepción 
la no ordinariedad. Siendo que, de acuerdo con este principio, en caso de duda o existencia de 
confrontación de diversas interpretaciones, el director del debate debe resolver a favor de la 
ordinariedad, resultando entonces la aplicación de la dispensa de trámites establecida en el 
artículo 177 del reglamento de cita un caso de aplicación excepcional, pues implica el relevo del 
trámite ordinario. Añade que es posible señalar que, de acuerdo con el artículo 117 
constitucional, que estatuye el principio de publicidad del procedimiento, siendo el principio de 
publicitación de los actos parte de este, la voluntad del legislador siempre debe ser la mayor 
publicitación de los actos y procedimientos legislativos en dos vías: a lo interno 
(parlamentarios) y a lo externo (sociedad); salvo sus excepciones, tal como lo establece 
el mismo numeral en el párrafo tercero. Sostiene que en diferentes artículos de nuestra 
Constitución Política se afianza el principio de publicidad, dado que, el artículo 26 da la 
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posibilidad a los ciudadanos de revisar la conducta pública de los funcionarios, en los artículos 
27 y 30 se garantiza el derecho a estar informados y el libre acceso a la información de interés 
público y en los numerales 124 y 129 se dispone la obligatoriedad de publicar los proyectos de 
ley y las leyes aprobadas. Alega que, habida cuenta de todo lo expuesto, con facilidad se puede 
inferir la existencia de vicios esenciales en el trámite legislativo en relación con el proyecto que 
posteriormente terminó convirtiéndose en la ley que se impugna en esta acción de 
inconstitucionalidad, por lo que solicita que se declare que la Ley N° 9699 deviene en 
inconstitucional y se le excluya del ordenamiento jurídico costarricense. Esta acción se admite 
por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 
73 a 79. La legitimación de la accionante proviene del artículo 75, párrafo del primero, de la Ley 
de la Jurisdicción Constitucional, al haberse invocado la inconstitucionalidad de la norma 
impugnada en el proceso penal N° 19-000025-1218-PE (que se acumuló al expediente N° 16-
001511-0175-PE), en el que figura como imputada la persona jurídica Also Frutales S. A. y en 
el que se le impusieron las medidas cautelares de anotación registral e inmovilización de 
persona jurídica, mediante resolución del Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San 
José, Juzgado Penal de Hacienda y Delitos de la Función Pública, de las 9 horas del 19 de abril 
de 2021, con sustento en lo dispuesto en la Ley N° 9699. Publíquese por tres veces 
consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Efectos jurídicos 
de la interposición de la acción: Se recuerdan los términos de los artículos 81 y 82 de la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 81. Si el Presidente 
considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá audiencia a la 
Procuraduría General de la República y a la contraparte que figure en el asunto principal, por 
un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen conveniente. Al mismo tiempo 
dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que no dicte la 
resolución final antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y ordenará que se 
publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo saber a los 
tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa demanda ha sido 
establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación 
de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras 
la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada por el 
Procurador General de la República, la audiencia se le dará a la persona que figure como parte 
contraria en el asunto principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se suspenderá 
ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de 
inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante la tramitación.”. Dentro 
de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse 
quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, 
en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos 
de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber, además, que 
de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo 
ha resuelto en forma reiterada la Sala (Resoluciones N° 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) 
esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación 
en los casos y condiciones señaladas. La contestación a la audiencia conferida en esta resolución 
deberá ser presentada una única vez, utilizando solo uno de los siguientes medios: 
documentación física presentada directamente en la Secretaría de la Sala; el sistema de fax; 
documentación electrónica por medio del Sistema de Gestión en Línea; o bien, a la dirección de 
correo electrónico InformesSC@poderjudicial.go.cr, la cual es correo exclusivo dedicado a la 
recepción de informes. En cualquiera de los casos, la contestación y demás documentos 
deberán indicar de manera expresa el número de expediente al cual van dirigidos. La 
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contestación que se rindan por medios electrónicos, deberá consignar la firma de la persona 
responsable que lo suscribe, ya sea digitalizando el documento físico que contenga su firma, o 
por medio de la firma digital, según las disposiciones establecidas en la Ley de Certificados, 
Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, N° 8454, a efectos de acreditar la autenticidad 
de la gestión. Se advierte que los documentos generados electrónicamente o 
digitalizados que se presenten por el Sistema de Gestión en Línea o por el correo 
electrónico señalado, no deberán superar los 3 Megabytes. Notifíquese. /Fernando 
Castillo Víquez, presidente/.”  Publicar tres veces consecutivas en el Boletín Judicial, tal y 
como lo estipula el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. “De conformidad con 
el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, sesión N° 06-2020, Circular 
N ° 19-2020, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la 
publicación está exenta de todo pago de derechos.” 
San José, 24 de mayo del 2023. 

Mariane Castro Villalobos 
Secretaria a. í. 
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